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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Accionante: César Augusto Restrepo Londoño.

Accionado: Secretaría de Salud de Risaralda – E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira.

------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA

Pereira Risaralda, diciembre tres [03] de dos mil ocho [2008].

Acta N° 0177 de diciembre 03 de 2008.

Se resuelve, dentro del término estipulado en el Decreto 2591 de 1991, la impugnación de la Acción de Tutela impetrada por el señor César Augusto Restrepo Londoño contra la Secretaría de Salud de Risaralda – E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, mediante la cual pretende la protección de los derechos fundamentales a la salud y a la vida.

El proyecto, revisado y discutido, fue aprobado por el resto de componentes de la Sala y corresponde a la siguiente,




SENTENCIA:



1. HECHOS EXPUESTOS EN LA DEMANDA

Relata el accionante que los días 14 y 15 de agosto de la presente anualidad le realizaron los procedimientos denominados “cateterismo” y “angioplastia coronaria con implante de stent a arteria coronaria descendente anterior”, que por ello y según recomendaciones del doctor Luís Fernando Grisales, médico de la Unidad de Hemodinamia del Café S..A debe continuar control con los medicamentos Atelit de 75 mg., Atorvastatina 40 mg., Asa por 100 mg., Metropopol por 50 mg., Enalapril por 20 mg., que el pasado 22 de septiembre acudió ante la Secretaría de Salud Departamental para solicitar los referidos medicamentos, pero que le manifestaron que los recursos de la oferta son insuficientes y que por tratarse de un paciente ambulatorio no están en capacidad de suministrarle medicamentos excluidos del POS. Finaliza manifestando que es una persona de escasos recursos económicos por lo que le debe acudir a este medio de protección. 
Depreca, entonces, ordenar a la Secretaría de Salud de Risaralda que autorice la entrega de los medicamentos que requiere.


2. ACTUACIÓN PROCESAL

Admitida la acción por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad mediante proveído de 22 de octubre de 2008 [fl. 20], se ordenó correr traslado a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda por dos días. Dentro del término presento escrito [fls. 27 y s.s.] manifestando que los medicamentos requeridos por el accionante no se encuentran en la red hospitalaria pública y que además se encuentran fuera del plan de beneficios, adicional a ello, el accionante ha recibido de manera efectiva la atención hospitalaria por parte del Hospital Universitario San Jorge de Pereira,  reitera que la Secretaría no ha negado algún tipo de atención médica y menos haber puesto en peligro la integridad personal y la vida del accionante, por todo ello, queda claramente determinada la improcedencia de la acción contra la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda. 
Por auto del 28 de octubre de 2008 [fl. 33] se vinculó a la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, que una vez notificado guardó silencio. 


 3. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El 31 de octubre de 2008 el funcionario de primera instancia profirió decisión negando la tutela frente a la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda bajo el argumento que el accionante como persona vinculada al sistema de seguridad social bajo el régimen subsidiado, tiene derecho a los servicios de salud que prestan las instituciones públicas y privadas que tengan contrato con el Estado, y que el Departamento de Risaralda, ante estos eventos suscribe contratos interadministrativos con el Hospital San Jorge de Pereira, quien es el obligado a asumir la prestación de los servicios médicos, por lo que será el obligado a atender los requerimientos del accionante.


4. IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido la asesora jurídica de la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira impugnó, solicitando revocar la sentencia. Argumenta que la entidad que representa no tiene ofertado en su portafolio de servicios el suministro de medicamentos ambulatorios, toda vez que, en el Convenio Interadministrativo N° SS 001 del 03 de enero de 2008, suscrito con la Secretaría de Salud Departamental, para la atención de la población pobre y vulnerable sin seguridad social, así se estipuló,  motivo por el cual al no estar contemplado el suministro de medicamentos ambulatorios dentro de dicho convenio no se encuentra en capacidad de hacer entrega de los mismos, correspondiéndole a la Secretaría de Salud como ente territorial, gestionar la entrega de los mismos a través de la IPS de primer nivel a la cual se encuentre adscrito el paciente.
Se resuelve con fundamento en las siguientes,

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

En relación con la atención de vinculados al sistema de salud, que es la categoría en que se ubica el señor RESTREPO LONDOÑO puntualizó la Corte Constitucional (S T-274 de 2002):

“El  Estado debe atender a los participantes “vinculados” al sistema de salud.
Al régimen subsidiado, establecido por la ley 100 de 1993,  pertenecen las personas integrantes de los estratos 1 y 2, es decir, la población más pobre y vulnerable del país en las áreas rural y urbana, con especial énfasis: las madres durante el embarazo, parto, postparto y lactancia, las madres comunitarias, las mujeres cabeza de familia, los niños menores de un año, los enfermos de Hansen, las personas mayores de sesenta y cinco (65) años, los discapacitados, los campesinos, las comunidades indígenas, los artistas y deportistas, los trabajadores y profesionales independientes, los toreros y sus subalternos, los periodistas independientes, maestros de obra de construcción, albañiles, taxistas, electricistas, desempleados y demás personas sin capacidad de pago.

Según la sentencia SU-819 de 1999 de esta Corporación, la administración del régimen subsidiado corresponde a las direcciones locales, distritales o departamentales de salud, las cuales suscribirán contratos de administración del subsidio con las Entidades Promotoras de Salud que afilien a los beneficiarios del subsidio. Estos contratos se financiarán con recursos del Fondo de Solidaridad y Garantía y los recursos del subsector oficial de salud que se destinen para el efecto. La SU-819 de 1999 hace la siguiente caracterización:

“b) El régimen subsidiado por su parte, es un conjunto de normas que rigen la vinculación de los individuos al Sistema General de Seguridad Social en Salud, cuando tal vinculación se hace a través del pago de una cotización subsidiada, total o parcialmente, con recursos fiscales o de solidaridad de que trata la ley 100 de 1993”.

En el aspecto operativo, la sentencia T-214 de 2000 enseña:

“La Constitución Política asignó a las entidades territoriales, en especial a los departamentos, municipios y distritos, la ejecución de la política social (arts. 298, 311, 356 y 357 de la Constitución Política); en lo que hace a la política de carácter asistencial, su ejecución fue atribuida a los departamentos y municipios por la Ley 60 de 1993 por la cual se "garantiza que el gasto social se asigna a los grupos de población más pobres y vulnerables, - cuyo artículo 30 obliga a estas entidades a adoptar un proceso de focalización Para esto, el Conpes Social, define cada tres años los criterios para la determinación, identificación y selección de beneficiarios y para la aplicación del gasto social por parte de las entidades territoriales.”

Es importante agregar que para estar en el SISBEN el usuario se somete a un trámite fijado por el artículo 213 de la ley 100 de 1993 que dice:

“Beneficiarios del régimen. Será beneficiario del régimen subsidiado toda la población pobre y vulnerable, en los términos del artículo 157 de la presente ley.

“El gobierno nacional, previa recomendación del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud definirá los criterios generales que deben ser aplicables por las entidades territoriales para definir los beneficiarios del Sistema, según las normas del régimen subsidiado. En todo caso, el carácter del subsidio, que podrá ser una proporción variable a la Unidad de pago por capitación, se establecerá según la capacidad económica de las personas, medida en función de sus ingresos, nivel educativo, tamaño de la familia, y la situación sanitaria y geográfica de su vivienda.

“Las personas que cumplan con los criterios establecidos por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud como posibles beneficiarios del régimen de subsidios se inscribirán ante la Dirección de Salud correspondiente, la cual calificará su condición de beneficiario del subsidio, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto.”

La forma y condiciones como opera el régimen subsidiado aparece en el Acuerdo 77 del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud. Allí se señala el procedimiento “para identificar a los potenciales beneficiarios de los subsidios y el mecanismo de selección de los beneficiarios; el procedimiento de afiliación a las Administradoras del Régimen Subsidiado; y la contratación y ejecución de los recursos” (artículo 1°).

Los mecanismos de identificación de los potenciales beneficiarios obedecen a un sistema de selección que se hace en los municipios, bajo la responsabilidad de las alcaldías, previa solicitud del ciudadano. Se procede a una encuesta, se hace la clasificación y el informe deberá ser remitido a las Direcciones Seccionales de Salud. A su vez las Direcciones Locales, las Personerías Municipales, las Veedurías comunitarias, las Mesas de solidaridad y los Consejos territoriales de seguridad social en salud verificarán no solamente que las personas identificadas son efectivamente las más pobres y vulnerables del municipio, sino que “Así mismo revisarán que se encuentren incluidas las personas que tendrían derechos a los subsidios”(artículo 7°). Posteriormente se hace una selección de beneficiarios para lo cual las Alcaldías elaborarán la lista de potenciales afiliados al régimen subsidiado, priorizándose de conformidad con el puntaje. Dice en uno de sus apartes el artículo 9° del mencionado Acuerdo que “Igualmente es obligación de las entidades territoriales identificar a los limitados físicos, síquicos y sensoriales, mediante certificación expedida por la autoridad o institución que determine el alcalde”. Viene finalmente el período de afiliación a una A.R.S.”
También existen los participantes vinculados, respecto de quienes la Corte Constitucional en reciente sentencia C-130 de 2002, M.P. Dr. Jaime Araújo Rentería, se refirió así:

“ Respecto de los denominados participantes vinculados que, dicho sea de paso son temporales y solamente se pueden vincular al sistema subsidiado, los define el artículo 157 ib, así: “son aquellas personas que por motivos de incapacidad de pago y mientras logran ser beneficiarios del régimen subsidiado tendrán derecho a los servicios de atención de salud que prestan las instituciones públicas y aquellas privadas que tengan contrato con el Estado”.Las personas vinculadas tienen acceso a los servicios de salud que prestan las instituciones públicas y aquellas privadas que tengan contrato con el Estado, entre las cuales se encuentran las Instituciones Prestadoras de Salud IPS, mientras logran su afiliación al régimen subsidiado, como ya se ha anotado.  

“…”

“Esta clase de participantes al Sistema de Seguridad Social en Salud son transitorios, pero, no por ello constituyen un tercer régimen, como claramente se desprende del artículo 157 de la ley 100 de 1993 que se refiere ya no a los regímenes de Seguridad Social en Salud, sino a los “sujetos protegidos” denominándolos “participantes en el Sistema de Seguridad Social en Salud”, para señalar que, a partir de la vigencia de la citada ley, todo colombiano participará del servicio público esencial de salud que permite el Sistema General de Seguridad Social en Salud, de tal manera, que unos lo harán en su condición de afiliados al régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal como participantes vinculados. Esto es, que accederán a los servicios de salud sin que se encuentren afiliados o deban afiliarse a alguno de los dos (2) regímenes establecidos”

La Corte entiende una vez más que cuando la salud se conecta con la vida, en aquellos casos de enfermedades catastróficas o ruinosas, la atención no puede postergarse por razones de orden administrativo o burocrático. En un caso ya fallado por esta Corporación, se concedió la tutela, cuando ni siquiera se había obtenido el carácter de beneficiario del Sisbén. Entre las razones esgrimidas entonces se dijo:

“No puede permitirse que la ineficiencia institucional, la desidia o el aplazamiento voluntario del servicio por parte de una entidad, pública o privada, se conviertan en el mecanismo para desconocer los derechos fundamentales de afiliados y beneficiarios del Sistema de Seguridad Social en Salud. El simple paso del tiempo no basta para que la entidad prestadora del servicio quede exonerada de las obligaciones surgidas durante la vigencia del respectivo contrato de afiliación”. (T-387 de 2001 M. P. Rodrigo Escobar Gil.).

Ahora bien, el diagnóstico de la patología que aqueja a la accionante, según se aprecia en el expediente (folio 3) es de carcinoma ductal del seno izquierdo, sin embargo, no se aprecia en ninguno de los datos referidos en la demanda, que la entidad accionada hubiese vulnerado derecho alguno de la accionante, puesto que ésta puede exigir la prestación del servicio de salud y el suministro de cualquier tratamiento, al Hospital González Valencia de la ciudad de Bucaramanga, (quien actualmente la atiende, según afirmación de la propia accionante) con cargo a los convenios para atención de vinculados entre ese Hospital y el Departamento, o a cualquier institución  de salud pública que tenga contrato con el Estado para ese efecto, con cargo a los recursos del subsidio a la oferta. (artículo 49 del Acuerdo 77 de 1997 del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud). Lo anterior, dada su calidad de vinculada y que poseyendo igualmente carné del Sisbén, puede obtener el 90% del subsidio en la atención.

No obstante lo anterior, y a pesar de lo expuesto, la Sala requerirá a la Secretaría de Salud del Municipio de Barrancabermeja para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, se inicien las diligencias pertinentes para la asignación de una A.R.S. a la accionante, de acuerdo a los cupos disponibles para ello, y teniendo en cuenta que padece de una enfermedad catalogada de ruinosa y catastrófica cuya atención no puede ser suspendida. Mientras ello sucede, en aras de preservar el principio de continuidad en el servicio,  la atención seguirá  siendo prestada por los Hospitales San Rafael de la ciudad de Barrancabermeja y González Valencia de Bucaramanga”. En la demanda se pretende la práctica de una intervención quirúrgica, que el médico tratante estima indispensable, y cuya autorización corresponde a la Secretaría de Salud departamental, en razón de la complejidad del procedimiento...”.
De acuerdo con la ley y la jurisprudencia transcrita, la atención en salud de las personas vinculadas corresponde en principio a los entes territoriales con cargo al subsidio a la oferta, los cuales están en la obligación de celebrar contratos con entidades prestadoras de servicios de salud para cumplir a cabalidad su cometido. La amplia facultad que tiene el departamento para contratar no tiene el efecto de trasladar a los hospitales o clínicas una obligación que en principio es suya, desarrollada en la ley 715 de 200, que en lo pertinente se transcribe:
De prestación de servicios de salud
 

43.2.1. Gestionar la prestación de los servicios de salud, de manera oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, que resida en su jurisdicción, mediante instituciones prestadoras de servicios de salud públicas o privadas.

 

43.2.2. Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental. 
 

43.2.3. Adoptar, difundir, implantar, ejecutar y evaluar la Política de Prestación de Servicios de Salud, formulada por la Nación.

 

43.2.4. Organizar, dirigir, coordinar y administrar la red de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud públicas en el departamento.

 

43.2.5. Concurrir en la financiación de las inversiones necesarias para la organización funcional y administrativa de la red de instituciones prestadoras de servicios de salud a su cargo.

 

43.2.6. Efectuar en su jurisdicción el registro de los prestadores públicos y privados de servicios de salud, recibir la declaración de requisitos esenciales para la prestación de los servicios y adelantar la vigilancia y el control correspondiente.

 

43.2.7. Preparar el plan bienal de inversiones públicas en salud, en el cual se incluirán las destinadas a infraestructura, dotación y equipos, de acuerdo con la Política de Prestación de Servicios de Salud.
 43.2.8. Vigilar el cumplimiento de las normas técnicas dictadas por la Nación para la construcción de obras civiles, dotaciones básicas y mantenimiento integral de las instituciones prestadoras de servicios de salud y de los centros de bienestar del anciano. (negrillas de la Sala).
Considerando que en la sentencia de primera instancia se condenó a la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE con base en el silencio guardado por su representante legal, para evitar traumatismos en la prestación del servicio de salud que actualmente se le está prestando al accionante, se modificará la providencia objeto de revisión en el sentido de ordenar al Departamento -Secretaría de Salud- que en el término de 5 días contados a partir de la ejecutoria de esta decisión suscriba un convenio con la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE o con otro ente prestador de servicios de salud, con el fin de que se le brinde al señor CÉSAR AUGUSTO RESTREPO LONDOÑO la atención médica dispuesta en el fallo de primera instancia, incluidos los servicios no contemplados en el POS. Mientras ello ocurre, y para no afectar la continuidad del tratamiento, la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE  deberá seguir atendiendo al paciente.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por autoridad de la constitución,
RESUELVE
PRIMERO: SE MODIFICA la providencia objeto de revisión, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, SE ORDENA al Departamento -Secretaría de Salud- que en el término de 5 días contados a partir de la ejecutoria de esta decisión suscriba un convenio con la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE o con otro ente prestador de servicios de salud, con el fin de que se le brinde al señor CÉSAR AUGUSTO RESTREPO LONDOÑO la atención médica dispuesta en el fallo de primera instancia, incluidos los servicios no contemplados en el POS. Mientras ello ocurre, y para no afectar la continuidad del tratamiento, la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE  deberá seguir atendiendo al paciente. 
TERCERO: Hágase conocer el contenido de esta decisión a las partes tutelante y tutelada, por medios idóneos.
CUARTO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y Cúmplase, 
Los Magistrados, 
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO


Secretaria.
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